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Resumen 

Durante los últimos diez a quince años se ha dado un importante proceso 
de socialización con base en las normas internacionales de derechos 
humanos en México. Sin embargo, este proceso aún no ha culminado en 
una internalización plena de las mismas en el país. Siguiendo los 
mecanismos causales propuestos por la literatura de Relaciones 
Internacionales sobre la promoción y defensa transnacional de los derechos 
humanos, este documento de trabajo parte del supuesto de que la 
internalización de las normas internacionales de derechos humanos podrá 
avanzar en México mediante procesos de “avergonzamiento” y de 
argumentación. En esta línea, se explora en concreto la medida en que la 
elaboración e implementación del Programa Nacional de Derechos Humanos 
2008-2012 ha contribuido y sobretodo podría potencialmente contribuir 
durante los próximos años en los procesos de generación de vergüenza y 
argumentación, y por lo tanto en las dinámicas de internalización de las 
normas internacionales de derechos humanos en el país. La conclusión es 
que durante el periodo de diseño y elaboración del Programa Nacional de 
Derechos Humanos 2008-2012 se perdieron oportunidades importantes en 
este sentido, por lo cual se subraya la importancia de aprovechar las que 
potencialmente ofrece la etapa de implementación.  
 

Palabras clave: socialización, internalización, normas internacionales, 
derechos humanos, México, Programa Nacional de Derechos Humanos. 

Abstract  

An important process of socialization around international human rights 
norms has developed in Mexico during the past ten to fifteen years. This 
process, however, has not resulted yet in a full internalization of those 
norms in the country. Adapting the causal mechanisms proposed by the 
International Relations literature on the transnational advocacy of human 
rights, this document is develops an argument based on the assumption 
that the internalization of international human rights norms will move 
forward in Mexico through processes of “shaming” and argumentation. In 
this way, the document explores up to what point the elaboration and 
implementation of the 2008-2012 National Human Rights Program 
(Programa Nacional de Derechos Humanos) has contributed and could 
contribute in the near future to processes of generation of shame and 
argumentation, and therefore to the internalization of international human 
rights norms in the country. The conclusion is that important opportunities 



 

 

were wasted during the period of design and elaboration of the National 
Human Rights Program. For this reason, the document underlines the 
importance of seizing those that will emerge during the implementation 
stage.  
 
Keywords: socialization, internalization, international norms, human rights, 
Mexico, National Human Rights Program. 
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Introducción 

Los instrumentos internacionales de derechos humanos han proliferado a 
partir de la adopción de la Declaración Universal de Derechos Humanos 
(DUDH) en 1945 (ver Lauren 2003: 233-281; Freeman 2002: 42-54). Desde 
entonces, cada vez más Estados se suman a la adopción de declaraciones y la 
firma y ratificación de tratados internacionales, al tiempo que aceptan el 
monitoreo y la evaluación normativa de su comportamiento en materia de 
derechos humanos por parte de órganos y mecanismos internacionales (ver 
Landman 2005: 59-96). Sin embargo, la distancia entre la aceptación 
discursiva y la implementación práctica de las normas internacionales de 
derechos humanos es enorme en gran parte del mundo (ver Landman 2005: 
97-122; Hathaway 2002). Esto sugiere que las normas internacionales de 
derechos humanos —entendiendo por normas a las “expectativas colectivas 
sobre comportamiento apropiado para cierta identidad” (Jepperson, Wendt y 
Katzenstein 1996: 54, mi traducción; ver Khagram, Rikker y Sikkink 2002: 13-
15)—,1 las cuales han sido definidas y legitimadas como tales en la esfera 
internacional, aún no han sido plenamente asumidas o adoptadas en el ámbito 
nacional y más aún en el subnacional en un gran número de países. En otras 
palabras, las normas internacionales de derechos humanos tienen aún que ser 
internalizadas en buena parte del mundo.  

A pesar de ello, progresivamente, las normas internacionales de derechos 
humanos han adquirido un estatus especial en el ámbito internacional porque 
“prescriben reglas de comportamiento apropiado, y ayudan a definir las 
identidades” (Risse y Sikkink, 1999: 8, mi traducción). En este sentido, dichas 
normas proporcionan elementos clave en la definición de lo que se entiende 
por un “Estado civilizado” o un “digno integrante” de la comunidad 
internacional (Risse 1999: 530; cf. Montgomery 1999). 

La literatura de relaciones internacionales que se ha centrado en el 
estudio de los procesos transnacionales de promoción y defensa de los 
derechos humanos en el mundo ha enfatizado la importancia de los procesos 
de socialización e internalización de las normas internacionales (Brysk 1993, 
1994; Keck y Sikkink 1998; Risse, Ropp y Sikkink 1999; Foot 2000; Burgerman 
2001; Khagram, Riker y Sikkink 2002).2 De acuerdo con esta literatura, las 

                                                 
1 En una línea constructivista, podemos partir del supuesto de que las normas internacionales de derechos humanos 
forman parte de una estructura intersubjetiva de significados que definen roles específicos para actores con una 
cierta identidad (ver Wendt 1992). 
2 Risse y Sikkink (1999: 5) definen a la socialización como el “proceso mediante el cual normas internacionales son 
internalizadas e implementadas domésticamente” (mi traducción). Los planteamientos centrales de esta literatura 
han tenido una influencia importante en la literatura reciente de relaciones internacionales y política comparada que 
intenta explicar procesos de cambio en políticas y prácticas de derechos humanos en países concretos (ver Fleay 
2006; Laursen 2000; Hosen 2002; Thomas 2002; Collins 2006; Zippel 2004; Ulusoy 2007; Maza Calviño 2008; Anaya 
Muñoz 2009a).  
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dinámicas de socialización que llevan a la internalización de las normas 
internacionales de derechos humanos son impulsadas por lo que algunas 
autoras han llamado redes transnacionales de cabildeo e influencia 
(transnational advocacy networks). Estas redes se conforman, principalmente, 
por organizaciones (nacionales e internacionales) de la sociedad civil, órganos 
y mecanismos especializados en derechos humanos de organizaciones 
intergubernamentales y gobiernos de democracias desarrolladas, los cuales 
comparten información y servicios con el fin de promover “ideas basadas en 
principios” (principled-based ideas) (Keck y Sikkink 1998: 8-10). Estos 
promotores y defensores transnacionales de los derechos humanos ponen en 
marcha procesos que mediante la presión (material e “ideacional”) y la 
persuasión argumentativa socializan a los gobiernos violadores de derechos 
humanos, propiciando la modificación de su comportamiento e incluso (al 
menos potencialmente) la reconstitución de su identidad y por lo tanto la 
reconfiguración de sus intereses y preferencias en materia de derechos 
humanos (ver particularmente Keck y Sikkink 1998: 1-38 y Risse y Sikkink 
1999).  

Risse y Sikkink (1999: 11-17) identifican tres mecanismos concretos de 
socialización:  

• Procesos de adaptación y regateo estratégico (en los que predomina 
una lógica instrumental); 

• Procesos de concientización moral, avergonzamiento (shaming), 
argumentación, diálogo y persuasión (en los que predomina una lógica 
argumentativa); 

• Procesos de institucionalización y habitualización. 
El primer tipo de mecanismos (adaptación y regateo estratégico) no 

implica una internalización de normas por parte del “gobierno objetivo” ni, 
por lo tanto, un cambio de identidad e intereses. Ciertamente, el 
comportamiento puede cambiar, pero solamente como una decisión 
estratégica por parte del gobierno en cuestión; en otras palabras, como 
resultado de un cálculo sobre los costos y los beneficios de respetar los 
derechos humanos, de acuerdo con sus propios intereses (materiales o de 
legitimación). En este sentido, el segundo y tercer tipo de mecanismos son los 
que implican de manera más directa y explícita un proceso de internalización 
de normas. Mediante la concientización, el avergonzamiento, la 
argumentación, el diálogo y la persuasión, los promotores nacionales e 
internacionales de las normas de derechos humanos intentan convencer a los 
agentes no plenamente socializados (los gobiernos violadores de derechos 
humanos) que respetar los derechos humanos es “lo apropiado” para un 
Estado que aspire a ser considerado como un “miembro digno” de la 
comunidad internacional. Mediante estos procesos argumentativos y de 
persuasión, se puede echar a andar un proceso de internalización de normas 
internacionales. Dicha dinámica de socialización habrá llegado a su fase más 
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acabada (la internalización significativa y profunda de normas) cuando se 
alcance un escenario en que las normas se han institucionalizado plenamente 
en las estructuras internas y su cumplimiento es una práctica habitual de los 
actores (Risse y Sikkink 1999: 33).  

En este último sentido, Jeffrey Checkel (2001: 57-58) plantea que sin 
socialización amplia y sin aprendizaje social (es decir, sin la adquisición de 
una nueva identidad), las ideas de individuos concretos no tendrán la 
suficiente fuerza para definir el comportamiento estatal en el largo plazo. La 
noción de aprendizaje que Checkel tiene en mente es la de aprendizaje 
complejo; la cual implica la adquisición de nuevas identidades e intereses y se 
distingue del aprendizaje sencillo que solamente implica una adaptación 
instrumental del comportamiento (Wendt 1992: 391-394). 

El presente documento de trabajo parte de un argumento que plantea que 
a pesar de que desde hace varios años se ha intensificado una dinámica 
transnacional de socialización con base en las normas internacionales de 
derechos humanos en México, este proceso aún no ha culminado en una plena 
y significativa institucionalización y habituación. En otras palabras, se 
argumenta que las normas internacionales de derechos humanos aún no han 
sido plenamente internalizadas por los distintos actores en nuestro país. 
Posteriormente, el documento aborda el proceso actual de 
socialización/internalización de las normas internacionales de derechos 
humanos en México centrándose en el Programa Nacional de Derechos 
Humanos 2008-2012 (en adelante PNDH). En concreto, el documento examina 
la contribución que el PNDH ha hecho y potencialmente podría hacer a la 
generación de dinámicas de avergonzamiento y argumentación con relación a 
la situación de derechos humanos en México. En otras palabras, el documento 
evalúa la contribución en la práctica del proceso elaboración del PNDH, pero 
sobretodo identifica el potencial en ese sentido de su implementación. Desde 
una perspectiva teórico-analítica, el documento propone que el 
avergonzamiento y la argumentación pueden ser impulsados no solamente por 
actores externos al Estado o “gobierno objetivo” (organizaciones no 
gubernamentales, organismos intergubernamentales y otros gobiernos), tal 
como lo plantea la literatura sobre la promoción y defensa transnacional de 
los derechos humanos, sino que también pueden ser propiciados por entidades 
o agencias del propio Estado o gobierno en cuestión que tienen el mandato de 
promover y defender los derechos humanos.  
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1. La internalización de las normas internacionales de derechos 
humanos en México 

La idea del individuo con derechos por encima del Estado ha estado presente 
en las constituciones mexicanas desde el siglo XIX. Si bien la Constitución de 
1824 fue más bien ambigua y pobre en este sentido, la Constitución de 1857 
adoptó de manera clara a “los derechos del hombre” como “la base y el 
objeto de las instituciones sociales”, y consagró en sus primeros 29 artículos 
una amplia gama de garantías individuales, en la línea de los catálogos de 
libertades civiles planteados en Francia y/o los Estados Unidos a finales del 
siglo XVIII: igualdad ante la ley, seguridad de la persona y debido proceso, 
juicio por jurados, abolición de la esclavitud, derecho a la propiedad, libertad 
de expresión, de imprenta, de religión, de asociación, de petición y de 
comercio, posesión de armas, y voto a todos los varones casados mayores de 
18 años y solteros mayores de 21 (ver Rabasa, 2004: 170-172). En la misma 
línea liberal, la Constitución Mexicana de 1917 (vigente en la actualidad) 
consagró una amplia gama de garantías individuales, relativas a los derechos 
civiles y políticos tradicionales. De manera vanguardista incluyó también una 
serie de derechos sociales, como los derechos a la educación, la vivienda y la 
salud.  

Por otro lado, en la esfera internacional, al finalizar la segunda guerra 
mundial, la diplomacia mexicana, junto con la de muchos otros países de 
América Latina y otras regiones del mundo, fue una activa promotora de la 
inclusión de los derechos humanos dentro del marco de principios y objetivos 
del nuevo esquema de organización internacional; tanto en el ámbito regional 
de la Organización de Estados Americanos (OEA), como en el global de la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU) (Lauren 2003: 166-187; Keck y 
Sikkink 1998: 85-86).  

Sin embargo, esta adopción formal de una perspectiva de derechos 
humanos en la práctica constitucional y en el discurso de política exterior ha 
contrastado de manera clara con la realidad en la práctica. Desde una 
perspectiva jurídica, los mecanismos procesales para hacer valer las garantías 
individuales, y por lo tanto para proteger y hacer vigentes los derechos 
correspondientes, nunca han sido apropiados (ver Concha Cantú 2006: 378-
380). En la práctica política, por otro lado, el Estado mexicano ha sido, en 
distintos periodos, claramente represor.3 Desde la perspectiva de los derechos 
sociales, aun cuando el Estado mexicano ha perseguido de manera consistente 
y mediante programas específicos el desarrollo económico y social, esto no se 
                                                 
3 Para el periodo de finales de los sesenta y principios de los setetnta véase Castañeda 1999; Scherer y Monsiváis 
2004; Human Rights Watch 2003: 4-5; CNDH 2001. De acuerdo con un reporte de Americas Watch (hoy Human 
Rights Watch), publicado en 1990, lo que estaba institucionalizado en México no eran las normas de derechos 
humanos, sino la violación de los mismos (Americas Watch 1990). 
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ha hecho dentro de un marco conceptual (y menos aún jurídico) de derechos 
humanos.  

No fue sino hasta principios de los noventa que el gobierno buscó de 
manera explícita implementar una política interna de promoción y defensa de 
los derechos humanos, particularmente mediante el establecimiento de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) y una red de comisiones 
públicas a nivel de los distintos estados de la federación; la cual, no obstante, 
no se diseñó originalmente de manera que gozara de una verdadera 
autonomía con respecto del gobierno (ver Carpizo 2000: 36-37). 
Posteriormente, durante la segunda mitad de los noventa, en el marco de 
serios problemas de derechos humanos en estados como Chiapas, Guerrero y 
Oaxaca, el discurso y las normas internacionales de derechos humanos 
parecieron ser para el gobierno parte del problema, más que parte de la 
solución (ver Human Rights Watch 1994; CDH Miguel Agustín Pro Juárez 1996, 
1997, 1999). 

En la esfera internacional, en las cuatro décadas que siguieron a la 
adopción de la DUDH y de la Declaración Americana de Derechos y Deberes 
del Hombre, el gobierno mexicano continuó manejando una retórica favorable 
a los derechos humanos. Sin embargo, su práctica diplomática, basada en los 
principios de soberanía y no intervención, no buscó el desarrollo de un 
régimen internacional de derechos humanos que pudiera realmente incidir en 
la situación interna de países específicos; incluyendo al propio México, por 
supuesto. Hacia finales del periodo presidencial de Ernesto Zedillo (1994-
2000), pero sobre todo desde principios de el de Vicente Fox (2000-2006), la 
política exterior de México en materia de derechos humanos se modificó 
radicalmente. Desde finales de los noventa del siglo XX, pero particularmente 
desde el año 2000, México ha adoptado una política de apertura al monitoreo 
y el escrutinio internacional de su situación interna de derechos humanos, al 
mismo tiempo que se ha vuelto un activo promotor de los mismos en foros 
multilaterales. Durante el periodo presidencial de Vicente Fox, por otro lado, 
las iniciativas internas del gobierno en materia de derechos humanos, tanto 
legislativas como de políticas públicas, mostraron un dinamismo sin 
precedentes (ver Anaya Muñoz 2009a y 2009b). Esta nueva política exterior y 
las iniciativas de política interna, no obstante, no se reflejaron en una mejora 
sustantiva en la situación de vigencia de los derechos humanos en el país 
durante el sexenio de Fox (Human Rights Watch 2006; Anaya Muñoz 2009b y 
2006). Actualmente, la brecha entre derechos en principio y derechos en la 
práctica (Foweraker y Landman 1997) sigue siendo considerable en el país. En 
este sentido, Amerigo Incalcaterra (representante en México del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos hasta 
mediados de 2008) señaló en 2006 que, a pesar de los avances importantes en 
materia de apertura y de algunas reformas legales y adecuaciones 
institucionales, “queda mucho camino por recorrer para garantizar una 
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efectiva protección de todos los derechos humanos para todas y todos los 
habitantes de este país” (Naciones Unidas, Alto Comisionado para los 
Derechos Humanos, oficina en México, 2006: 5-6). De acuerdo con Amnistía 
Internacional, “[l]as violaciones de derechos humanos continuaron siendo 
generalizadas y, en algunos estados, sistemáticas” (Amnistía Internacional 
2008). Human Rights Watch, por su parte, hace notar, entre otros temas, 
serias deficiencias en el sistema de justicia penal, repetidos abusos cometidos 
por las fuerzas de seguridad y violaciones a la libertad de expresión (Human 
Rights Watch 2008).  

Todo esto demuestra que el “proyecto” de derechos humanos en México 
se ha desarrollado de manera reciente y aún inacabada. Es cierto que en los 
últimos años se ha echado a andar un proceso de socialización alrededor de 
las normas internacionales de derechos humanos; el cual ha sido impulsado, 
en gran medida, por el activismo de una red transnacional de promoción y 
defensa, pero también por las propias preferencias de una nueva élite política 
(particularmente algunos actores que ocuparon puestos clave en el gobierno 
federal durante los primeros años de la administración de Fox). Ciertamente, 
el gobierno mexicano es en la actualidad un actor respetado y destacado en 
foros internacionales de derechos humanos; como lo demuestra, entre otras 
cosas, el que México haya presidido el Consejo de Derechos Humanos de la 
ONU durante el primer año de su existencia. También es verdad que se han 
puesto en marcha iniciativas importantes a nivel doméstico; entre las cuales 
destaca la creación de una burocracia especializada en la promoción de los 
derechos humanos dentro de las Secretarías de Gobernación y de Relaciones 
Exteriores4 y la elaboración de hasta ahora tres planes nacionales de acción 
en materia de derechos humanos. Sin duda, durante los últimos años se ha 
mantenido un proceso intenso de discusión y debate entre el gobierno y sus 
críticos con relación a la vigencia de los derechos humanos en el país. Todo 
esto puede estar teniendo ciertos efectos reconstitutivos en la identidad, los 
intereses y las preferencias del Estado mexicano (ver Anaya Muñoz 2008; 
2009a). Sin embargo, no es posible aún argumentar que el proceso de 
socialización ha avanzado de tal manera que las normas internacionales de 
derechos humanos han sido internalizadas de manera significativa y 
determinante. Las normas internacionales de derechos humanos no han sido y 
no son aún plenamente norma en México. Es decir, no constituyen aún un 
grupo de expectativas colectivas sobre comportamiento apropiado amplia y 
profundamente establecidas. Las normas internacionales de derechos 
humanos no se han institucionalizado de manera consistente en las estructuras 
internas, ni su cumplimiento es una práctica habitual de los actores. En suma, 
si consideramos a las prácticas o la acción de un actor social no solamente 
como indicadores de su identidad sino como elementos constitutivos de la 
                                                 
4 La Unidad para la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación y la Dirección 
General de Derechos Humanos y Democracia de la Secretaría de Relaciones Exteriores. 
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misma (Wendt 1992; Hopf 1998), podemos concluir que los derechos humanos 
no son todavía un elemento dominante dentro de los factores que constituyen 
la identidad del Estado mexicano y por lo tanto no son aún un elemento 
determinante en la definición de su comportamiento o su acción, 
particularmente en el campo de la política interna.  

Aun cuando, en principio, un proceso de socialización/internalización será 
más significativo si se da a nivel de la sociedad en su conjunto, la naturaleza 
de las violaciones a los derechos humanos (primordialmente perpetradas por 
agentes del gobierno) implica que la internalización de las normas 
correspondientes por actores gubernamentales sea de central importancia. De 
esta manera, en las siguientes secciones el documento se centra en actores 
gubernamentales. En concreto, se desarrolla una reflexión sobre el papel que 
la elaboración e implementación del PNDH ha tenido y podría potencialmente 
tener en este sentido. 

2. El PNDH en los procesos de avergonzamiento y 
argumentación 

La Declaración y el Plan de Acción de Viena, resultado de la Segunda 
Conferencia Internacional de Derechos Humanos, celebrada en Viena, Austria, 
en junio de 1993, recomendó, entre otras cosas, “que cada Estado considere 
la posibilidad de elaborar un plan de acción nacional en el que se determinen 
las medidas necesarias para que ese Estado mejore la promoción y protección 
de los derechos humanos” (Declaración y Plan de Acción de Viena, Parte II, 
parr. 71). México fue de los primeros países en retomar esta recomendación, 
elaborando el Programa Nacional para Promover y Fortalecer los Derechos 
Humanos, en 1998.5 En 2004, el gobierno de Vicente Fox elaboró un segundo 
plan, denominado Programa Nacional de Derechos Humanos 2004-2006 
(Secretaría de Gobernación 2004). Recientemente, se publicó el tercer plan 
de este tipo, el PNDH. 

El Manual sobre Planes Nacionales de Derechos Humanos de la Oficina del 
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
(OACNUDH) plantea que un plan nacional en la materia deberá generar: a) un 
marco legal, un andamiaje institucional y un marco de programas de políticas 
públicas; b) un mayor entendimiento y valoración de los derechos humanos 
como bien común por la sociedad en su conjunto, y c) la disminución de 
tensiones sociales (United Nations High Commissioner for Human Rights 2002). 
El segundo resultado esperado es el que tiene más interés para los propósitos 
de este documento: el potencial de un programa o plan de acción de derechos 

                                                 
5 Una síntesis del Programa aparece en Office of the United Nations High Commissioner for Human Rights 2002: 
34-35. La versión completa del Programa puede consultarse en http://www.unhchr.ch/html/menu2/mexico.htm 
(último acceso el 3 de junio de 2008). 
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humanos para generar “un mayor entendimiento y valoración”; es decir, para 
propiciar la internalización de los derechos humanos. En principio, esta 
potencial contribución de un plan nacional de derechos humanos podría darse 
de dos maneras: a) ofreciendo un marco específico de compromisos asumidos 
de manera explícita por el gobierno, que pueda ser una referencia 
incontrovertible para continuar procesos de presión, particularmente a través 
del avergonzamiento; y b) generando espacios institucionalizados en los que 
puedan darse de manera repetida procesos de argumentación y diálogo entre 
distintos actores no gubernamentales y gubernamentales.  
 
2.1. El PNDH: Un marco de referencia para el avergonzamiento 
Como se mencionó en la primera sección de este documento de trabajo, uno 
de los mecanismos de persuasión a los cuales recurren las redes 
transnacionales de cabildeo e influencia es el avergonzamiento, es decir, el 
Estado no socializado o débilmente socializado que es el objetivo o blanco de 
esta táctica es presentado por la red transnacional como uno que no cumple 
con las expectativas de comportamiento para una democracia liberal, o para 
una “nación civilizada”. En otras palabras, al publicitar las violaciones a los 
derechos humanos en foros internacionales, se presenta al Estado en cuestión 
como no digno de “pertenecer al club”. En caso de que el gobierno de dicho 
Estado tenga la percepción de que su interés está en pertenecer al club, 
entonces el avergonzamiento podrá propiciar un cambio en su 
comportamiento. En el plazo inmediato, estos cambios de comportamiento 
pueden ser meramente instrumentales y no implicar un cambio en los marcos 
normativos de la élite gobernante. Es decir, el cambio en comportamiento no 
es necesariamente acompañado automáticamente por un cambio en identidad 
y preferencias. Sin embargo, en el largo plazo, aun este tipo de cambio 
meramente instrumental (este aprendizaje sencillo) puede convertirse en un 
cambio de identidad e intereses (aprendizaje complejo). En otras palabras, en 
la medida en que un nuevo comportamiento se mantenga de manera 
constante a lo largo del tiempo, eventualmente podrá institucionalizarse y 
volverse habitual (Risse y Sikkink 1999: 10). El avergonzamiento se basa 
entonces en contrastar de manera explícita el comportamiento en la práctica 
de un Estado determinado con las normas aceptadas por la comunidad 
internacional; en este caso, las normas de derechos humanos (ver Lebovic y 
Voeten 2006, 868-870; Hawkins 2004: 783; Schimmelfennig 2001: 64).  

Además de las normas internacionales en general —consagradas en 
tratados y declaraciones, y clarificadas mediante la interpretación de órganos 
jurisdiccionales y cuasijurisdiccionales de los distintos regímenes 
internacionales de derechos humanos— el avergonzamiento se puede basar en 
otro tipo de compromisos más específicos a la situación de cada país y 
asumidos de manera explícita por su gobierno. Esta adopción directa de 
compromisos específicos es la base para una técnica concreta de 
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avergonzamiento empleada comúnmente por las redes transnacionales de 
cabildeo e influencia: la “política de rendición de cuentas” (accountability 
politics), que consiste en hacer notar (en publicitar) las promesas o 
compromisos específicos no cumplidos por el Estado en cuestión (Keck y 
Sikkink 1998: 24-25). Un plan de acción en materia de derechos humanos 
contiene una serie de compromisos muy concretos y, en este sentido, puede 
ofrecer un marco sólido de referencia con base en el cual los promotores y 
defensores de derechos humanos nacionales e internacionales pueden 
implementar campañas de avergonzamiento (concretamente mediante la 
táctica de la política de rendición de cuentas) y de esta manera continuar 
impulsando el proceso de socialización/internalización. 

El PNDH contiene cuatro objetivos, 17 estrategias y 311 líneas de acción 
(Programa Nacional de Derechos Humanos 2008-2012). Varias de estas 
acciones están planteadas de manera muy ambigua por lo que no es posible 
identificar con claridad el compromiso concreto correspondiente. Sin 
embargo, muchas otras acciones sí implican actividades específicas 
susceptibles de monitoreo y evaluación de los resultados correspondientes. 
Una evaluación de la implementación de las distintas líneas de acción y de su 
impacto agregado en el cumplimiento de los cuatro objetivos del PNDH 2008-
2012 puede ser entonces la base para continuar promoviendo el proceso de 
socialización, mediante el avergonzamiento; en concreto mediante la 
identificación y la publicitación de compromisos no cumplidos y/o de 
impactos agregados poco satisfactorios. 

La literatura plantea que el avergonzamiento será realizado por redes 
transnacionales de cabildeo e influencia en contra de gobiernos violadores de 
normas. Sin embargo, podemos extender la lógica del avergonzamiento de 
estos procesos de presión y persuasión “desde afuera del Estado” (sea por 
actores nacionales o internacionales) a dinámicas de este tipo “desde dentro” 
del mismo. En el caso mexicano, como se señaló en la sección anterior, el 
proceso de socialización/internalización no ha culminado. En años recientes, 
se han dado avances importantes, aunque claramente parciales, en el terreno 
de la institucionalización. Por ejemplo, se ha dado mayor autonomía a la 
CNDH; se ha desarrollado una burocracia dedicada a la promoción de los 
derechos humanos dentro de agencias clave del gobierno federal (las ya 
mencionadas Secretarías de Gobernación y Relaciones Exteriores, pero 
también la Procuraduría General de la República, la Secretaría de Seguridad 
Pública, la Secretaría de la Defensa Nacional y la Secretaría de Marina), y se 
ha establecido la Comisión de Política Gubernamental en Materia de Derechos 
Humanos. Esta Comisión está conformada por representantes de distintas 
Secretarías de Estado y agencias gubernamentales, y tiene el objetivo de 
introducir a los derechos humanos en el proceso de diseño e implementación 
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de políticas públicas en México.6 Estos órganos del Estado y del gobierno 
mexicano que tienen el mandato de promover y proteger los derechos 
humanos también podrían seguir una estrategia de avergonzamiento con 
respecto a los agentes o actores del Estado o del gobierno que no cumplan 
satisfactoriamente con los objetivos en materia de derechos humanos, 
particularmente sus compromisos en el marco del PNDH. Para ello, no 
obstante, es necesario que estos órganos o agencias de derechos humanos del 
Estado y del gobierno estén conformados y sobretodo encabezados por 
personas que estén convencidos del valor de los derechos humanos; es decir 
que ya hayan internalizado las normas correspondientes. 

En este sentido, resulta particularmente relevante que el PNDH establece 
la creación de una subcomisión dentro de la mencionada Comisión de Política 
Gubernamental en Materia de Derechos Humanos, cuyo objetivo será el de 
“dar seguimiento y evaluar la política pública federal en materia de derechos 
humanos” (Programa Nacional de Derechos Humanos 2008-2012, estrategia 
1.4). En principio, sería desde esta subcomisión (la cual contará con la 
participación de la oficina en México de la OACNUDH, en carácter de asesor) 
donde se podría implementar principalmente el avergonzamiento desde 
dentro del Estado al cual se ha hecho referencia líneas arriba. 
Desafortunadamente, el PNDH no establece mayores detalles sobre las 
funciones y la composición de esta subcomisión. Esto es muy importante 
porque la influencia del avergonzamiento dependerá de los mecanismos que 
existan para publicitar los resultados del proceso de seguimiento y evaluación. 
Por otro lado, la eficacia del acto de avergonzar dependerá en gran medida 
de quién lo haga. Como lo ha subrayado la literatura sobre la promoción y 
defensa transnacional de los derechos humanos, el avergonzamiento tiene que 
ser hecho por los miembros más influyentes de “la comunidad” a la que se 
pertenece o se pretende pertenecer. Si, en este caso, consideramos a la 
estructura burocrático-gubernamental como la entidad colectiva (la 
comunidad) a la que pertenecen las distintas agencias del gobierno (y los 
individuos que las conforman), entonces sus miembros más influyentes serán 
aquellos con mayor jerarquía. Desde esta perspectiva, resulta particularmente 
importante el nivel jerárquico de los funcionarios que conformen la 
subcomisión de seguimiento y evaluación; si se conforma por funcionarios de 
nivel medio o medio-bajo, entonces su influencia dentro de la estructura 
burocrático-gubernamental será mínima y el impacto de su trabajo (de su 
posible labor de avergonzar) en el proceso de socialización/internalización 
será poco significativo.  

                                                 
6 El Programa Nacional de Derechos Humanos 2004-2006 se elaboró en el marco de esta Comisión. La antecesora 
de ésta fue la Comisión Intersecretarial para la Atención de los Compromisos Internacionales de México en Materia 
de Derechos Humanos, establecida en 1997 por el gobierno de Ernesto Zedillo (Acuerdo por el que se establece la 
Comisión Intersecretarial para la Atención de los Compromisos Internacionales de México en Materia de Derechos 
Humanos). 
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Un elemento relacionado también de gran importancia es la postura 
general de funcionarios del más alto nivel con respecto al lugar del PNDH 
dentro del espectro más amplio de objetivos del gobierno. Como se ha 
señalado en anteriores líneas, la lógica del avergonzamiento funciona en la 
medida en que los actores o agentes objetivo o blanco de la vergüenza tengan 
entre sus intereses o preferencias el “pertenecer al club”. ¿Cómo se definen 
los intereses y las preferencias de los integrantes de una estructura 
burocrática-gubernamental? Si se definen, al menos en parte, de manera 
jerárquica, entonces los niveles más altos de la jerarquía gubernamental 
tienen un papel fundamental. En este sentido, si los funcionarios de más alto 
nivel se toman en serio a los derechos humanos, en general, y al PNDH, en 
particular, establecerán de manera firme e inequívoca que el gobierno 
mexicano aspira a ser uno que respete las normas de derechos humanos. En 
este escenario, los integrantes de la estructura burocrática-gubernamental, al 
menos en sus niveles medio y alto, buscarán actuar en consecuencia, o al 
menos dar la apariencia de hacerlo. En términos generales, no estará en sus 
intereses el aparentar ir en contra de los objetivos de “la comunidad”; es 
decir, de las líneas trazadas desde lo más alto en la jerarquía del gobierno. En 
este contexto, la generación de vergüenza desde dentro del Estado podría 
funcionar e impulsar el desarrollo del proceso de 
socialización/internalización, y el PNDH podría ser un punto de referencia 
fundamental para ello.  

 
2.2. El PNDH y la argumentación 
El Programa Nacional de Derechos Humanos fue elaborado en un proceso más 
o menos participativo dirigido por la Unidad para la Promoción y Defensa de 
los Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación (UPDDH). En una 
primera etapa, se celebraron cinco foros regionales de consulta ciudadana, 
convocados y organizados por la UPDDH y cuatro foros temáticos organizados 
por la Dirección General de Derechos Humanos y Democracia de la Secretaría 
de Relaciones Exteriores (en colaboración con otras instancias de gobierno, 
académicas e internacionales). En los foros regionales se presentaron 
alrededor de 60 ponencias y/o participaciones formales de representantes de 
más de 30 instancias de la sociedad civil (ver 
www.derechoshumanos.gob.mx).  

Sin embargo, la participación sustantiva para la elaboración del PNDH se 
dio en una segunda etapa. En octubre de 2007, la UPDDH publicó una 
convocatoria para la elaboración de un Anteproyecto del PNDH. Más de 30 
organismos de la sociedad civil (incluyendo organizaciones de defensa y 
promoción de los derechos humanos, universidades y sindicatos) respondieron 
a la convocatoria y, en distintos grados, se involucraron en su elaboración. Por 
otra parte, se estableció una “red de enlaces”, integrada por 30 dependencias 
y entidades del gobierno federal, las cuales, en principio, participarían en 
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conjunto con los actores de la sociedad civil, en la elaboración del 
Anteproyecto. Para ello, se establecieron seis grupos de trabajo: 1) para la 
metodología, compilación y diseño del anteproyecto; 2) para la elaboración 
de indicadores y metas; 3) para la armonización legislativa en materia de 
derechos humanos; 4) para establecer los criterios de promoción y defensa de 
los derechos humanos en las políticas públicas y presupuestos públicos;  
5) para la institucionalización de mecanismos jurídicos y administrativos que 
garanticen la defensa y promoción de los derechos humanos; y 6) para la 
promoción de la cultura de respeto y defensa de los derechos humanos. Fue 
en estos grupos donde se elaboró de manera directa el anteproyecto (PNDH 
2008-2012).7 

Los grupos de trabajo, conformados por un número variado de agencias 
gubernamentales y actores de la sociedad civil, sesionaron por cerca de cinco 
meses, generando una intensa dinámica de reuniones periódicas en las cuales 
sus integrantes reflexionaron, discutieron, debatieron y tomaron acuerdos 
sobre los principales problemas de derechos humanos en México y sobre las 
políticas públicas necesarias para atenderlos; teniendo como marco 
fundamental de referencia las normas internacionales de derechos humanos. 
En este sentido, las numerosas e intensas sesiones de los grupos de trabajo 
ofrecieron un espacio ideal para la generación de dinámicas de 
argumentación, y por lo tanto para el desarrollo del proceso de 
socialización/internalización.8 

Miembros de alrededor de 30 organismos de la sociedad civil participaron 
en los grupos de trabajo y por lo tanto en el proceso de elaboración del 
anteproyecto. Sin embargo, los organismos que tuvieron una presencia 
constante y que al final del día tuvieron una participación decisiva no pasaron 
de media docena; mientras que, desafortunadamente, algunas de las 
organizaciones mexicanas de defensa de los derechos humanos con mayor 
historia e influencia decidieron no participar.9 Por otra parte, se suponía que 
las 30 agencias gubernamentales que conformaban la “red de enlaces” 
participarían de manera directa en los grupos de trabajo. Sin embargo, 
muchas de estas agencias asumieron el proceso como una carga de trabajo 
adicional. Salvo algunas excepciones, la participación fue irregular y en 
términos generales poco propositiva. Esta poca participación, no obstante, 
mejoró hacia el final del proceso, cuando solamente continuó sesionando el 
grupo de trabajo para la metodología, en el cual se integró el trabajo de los 

                                                 
7 Los objetivos generales, estrategias y acciones contempladas en el anteproyecto fueron finalmente las que se 
incluyeron en el PNDH. 
8 Entre diciembre de 2007 y febrero de 2008 el autor de este capítulo participó directamente en el proceso de 
elaboración del anteproyecto, en concreto como coordinador del grupo de trabajo para la elaboración de 
indicadores y metas.  
9 Destacan en este sentido las más de 50 organizaciones que conforman la Red Nacional de Organismos Civiles de 
Derechos Humanos “Todos los derechos para todos”, así como la Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de 
los Derechos Humanos. 
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demás grupos y se elaboró la versión final del anteproyecto (Laura Elisa Pérez 
Gómez, comunicación personal).  

Finalmente, vale la pena subrayar que los partidos políticos no 
participaron en el proceso de su elaboración.10 Esto es importante porque, 
como lo subraya el Manual sobre Planes Nacionales de Derechos Humanos de 
la OACNUDH, en la medida en que actores como los partidos políticos se 
involucren en el diseño de dichos planes e internalicen las normas y principios 
de derechos humanos, no solamente tendrá el plan mayor apoyo (y por lo 
tanto posibilidades de éxito), sino que se incrementarán las posibilidades de 
que la búsqueda del progreso en la vigencia de derechos humanos por medio 
de planes nacionales se convierta eventualmente en una auténtica política de 
Estado, independiente del gobierno en turno (United Nations High 
Commissioner for Human Rights 2002: 13-14). Es decir, la participación de 
partidos políticos en el proceso de elaboración del anteproyecto podría haber 
abonado de manera importante en la generación de dinámicas de 
argumentación más amplias, y por lo tanto de un proceso de socialización más 
significativo, que aportara incluso en la línea de la institucionalización y la 
habitualización. 

En suma, los grupos de trabajo ofrecieron un espacio privilegiado para la 
reflexión, la discusión y el debate, y por lo tanto para propiciar procesos de 
argumentación que podrían haber hecho avanzar el proceso de 
socialización/internalización, particularmente entre actores gubernamentales 
y partidistas. Sin embargo, esta oportunidad fue en gran medida 
desperdiciada porque, como se ha señalado anteriormente, fueron muy pocos 
los actores de la sociedad civil y menos aún las agencias gubernamentales que 
participaron de manera constante y activa en los grupos de trabajo, y porque 
no participaron otros actores fundamentales como los partidos políticos y los 
poderes legislativo y judicial. En este sentido, la elaboración del PNDH no 
contribuyó de manera relevante al avance del proceso de 
socialización/internalización de las normas de derechos humanos en México 
porque muy pocos actores sociales y políticos participaron en las dinámicas de 
argumentación que se generaron.  

La oportunidad perdida para la argumentación durante el periodo de 
elaboración del anteproyecto puede recuperarse en la etapa de 
implementación del PNDH; particularmente mediante el trabajo de la 
subcomisión que se establecerá para su seguimiento y evaluación. Para ello, 
serán fundamentales los “informes de ejecución” que de acuerdo con el 
propio PNDH, elaborarán y presentarán las distintas agencias gubernamentales 
que han asumido responsabilidades de implementar acciones concretas 
(Programa Nacional de Derechos Humanos 2008-2012). Aunque, como ya se ha 

                                                 
10 La representación en México del OACNUDH ha enfatizado también la ausencia en este proceso de los poderes 
legislativo y judicial, así como de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (la cual, no obstante, sí fue 
formalmente invitada a participar) (Laura Elisa Pérez Gómez, comunicación personal). 
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subrayado, el PNDH 2008-2012 no establece las funciones específicas que 
llevará a cabo la subcomisión. Parecería sensato, no obstante, esperar que la 
subcomisión revisará los reportes de ejecución elaborados por las distintas 
agencias gubernamentales y en base a ello establecerá un diálogo constructivo 
con ellas, con el fin de identificar avances y retos pendientes. Este proceso de 
retroalimentación en el marco de la subcomisión de seguimiento y evaluación 
podría entonces ofrecer un espacio para la reflexión, la discusión y el debate 
sobre los derechos humanos en México, y por lo tanto un espacio institucional 
para la argumentación que podrá contribuir al desarrollo del proceso de 
socialización/internalización de normas entre un amplio sector de la 
burocracia federal en México.  
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Conclusiones 

A pesar de estar consagradas en numerosos instrumentos internacionales, 
aceptados por un número creciente de países, las normas internacionales de 
derechos humanos aún necesitan ser internalizadas con mayor profundidad y 
amplitud en el mundo. Gobiernos y todo tipo de actores políticos y sociales en 
distintos países tienen todavía que asumir a los derechos humanos como 
norma. Este sigue siendo, en buena medida, el caso de México. Sin duda, la 
socialización/internalización de los derechos humanos ha avanzado en el país 
durante los últimos diez a quince años. Sin embargo, continúa siendo un 
proceso inacabado. Los derechos humanos no constituyen una base normativa 
no controvertida y sólidamente institucionalizada a partir de la cual se 
definan, de manera habitual, los patrones de comportamiento de actores 
gubernamentales, políticos y sociales en general. 

Siguiendo el esquema de mecanismos causales identificados por la 
literatura sobre la promoción y defensa transnacional de los derechos 
humanos, se argumentó en este documento de trabajo que la internalización 
de las normas internacionales de derechos humanos en México podrá avanzar 
mediante procesos de avergonzamiento y de argumentación. Estos procesos, 
no obstante, pueden darse desde una base normativa que vaya más allá de los 
instrumentos internacionales de derechos humanos formalmente aceptados 
por México y que incluya al propio PNDH. Por otro lado, la generación de 
vergüenza y la argumentación pueden darse no solamente “desde afuera” sino 
también “desde adentro” del propio Estado y el gobierno.  

El documento de trabajo elaboró también una reflexión sobre el papel que 
en este sentido ha tenido y sobretodo podría llegar a tener el PNDH. 
Desafortunadamente, las grandes oportunidades para la generación de 
dinámicas de argumentación que ofrecieron los grupos de trabajo para la 
elaboración del anteproyecto fueron en gran medida desperdiciadas, tanto 
por actores de la sociedad civil como por agentes gubernamentales y otros 
actores como los partidos políticos. No obstante, la oportunidad sigue abierta 
para la etapa de implementación del PNDH, en la cual se podrían generar 
procesos significativos de avergonzamiento y de argumentación. Para ello, 
parece fundamental el papel que podría llegar a tener la subcomisión de la 
Comisión de Política Gubernamental en Materia de Derechos Humanos que se 
encargará de dar seguimiento a la implementación y evaluar el impacto del 
PNDH. El argumento desarrollado en este documento sugiere que se requiere 
una subcomisión que tenga entre sus funciones el publicitar de manera 
eficiente el incumplimiento o el cumplimiento no satisfactorio; las brechas 
entre los compromisos asumidos en el PNDH y el comportamiento de los 
agentes de gobierno (es decir, los programas y acciones que implementen) y 
sus resultados. En el mismo sentido, es particularmente importante contar 
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con una subcomisión de alto nivel jerárquico, integrada por funcionarios del 
mayor nivel posible y convencidos de los méritos de las normas de derechos 
humanos. Finalmente podemos argumentar, con base en el modelo teórico 
seguido, que la adopción de un compromiso explícito, público e inequívoco 
con los derechos humanos en general, y el PNDH, en particular, de parte de 
funcionarios de gobierno del más alto nivel es fundamental. Si estos actores 
se toman verdaderamente en serio el tema, podrían generarse dinámicas 
positivas que en principio harán avanzar de manera importante el proceso de 
socialización/internalización de las normas de derechos humanos en México. 
De lo contrario, será poco lo que el PNDH pueda finalmente aportar. 

Solamente el tiempo dirá en qué medida el PNDH será utilizado en la 
práctica como una base normativa para generar vergüenza y argumentación 
“desde adentro” del propio Estado y el gobierno. Esto dependerá, en gran 
medida, de la instalación de un mecanismo de evaluación y seguimiento del 
PNDH que elabore y publicite información sobre el (in)cumplimiento de 
compromisos y que tenga el nivel jerárquico necesario para poder presionar y 
persuadir de manera efectiva “desde adentro”. En el caso de que se 
establezca un mecanismo de evaluación y seguimiento con las características 
propuestas en este documento de trabajo y que por lo tanto genere procesos 
de avergonzamiento y argumentación relevantes y eficientes, podremos 
posteriormente proceder a evaluar empíricamente la medida en que ello 
impulsó la internalización de las normas internacionales de derechos humanos 
en México. Para ello, no obstante, tendremos que esperar. Por lo pronto, los 
argumentos teóricos y la evidencia de numerosos estudios de caso que ofrece 
la literatura sobre la defensa y promoción transnacional de los derechos 
humanos en el mundo, sugieren, a priori, que vale la pena buscar que el PNDH 
genere vergüenza y propicie la argumentación.  
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